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cia ante la Junta no fue admitido por ésta que el interno estuviese
aSlstido personalmente por su Abogado. Cuestión que nos conduce,
en línea con lo declarado en la Sentencia citada, a rechazar
forzosamente la queja en este punto fonnulada.

Alega, finalmente también el recurrente, por Jo que se refiere a
la vulneración del arto 24.2 de la C.E., Que no pudo utilizar los
medios de prueba pertinentes para su defensa. Sin embargo, dicha
queja no puede prosperar. Este Tribunal no ha deiado de reconocer
(Sentencia 2/1987, fundamento juridico 6.°) -pese a no ser entera·
mente aplicable el arto 24.2 de la C.E. a los procedimientos
disciplinarios- la relevancia constitucional del derecho a la utiliza­
ción de pruebas pertinentes para la defensa en el caso de la
disciplina penitenciaria; relevancia que a sensu contrario se deduce
también del art. 25.2 de la CE.• que garantiza al condenado a pena
de privación de libertad el goce de los derechos fundamentales «él
excepción de los que se vean expresamente limüados por la uy
pennenciana.», y cuya motivación de la denegación por no pertI­
nencia o re1f'vancia de las pruebas propuestas viene exigida por el
art. 130.2 del Reglamento Penitenciario. Ahora bien, en el presente
caso no puede apreciarse que la denegación de las pruebas
declaradas impemnentes Jo fuese arbitrariamente, ya que del
examen del expediente disciplinario resulta con toda claridad Que
hubo para la resolución adoptada una adecuada fundamentación.

De todo lo cual se desprende -como señala el Ministerio riscal­
que la denegación de las pruebas propuestas no ha sido, atendHias
las circunstancias del caso, irrazonable, sm que por otro lado se
haya facilitado en el proce-so de amparo -en hnea con lo declarado
en la Sentencia 2/1987 (fundamento jurídico 6.°)- .<ra.lones sufi­
cientes para destruir la decisión administrativa adoptada de no
concesión de pruebas», sin ofrecerse, en ninguno de los recur"'Jos
planteados ante el Juzgado de Vigilancia PenItenciaria, argumento
autónomo y concreto sobre la trascendenóa de las pruebas denega­
das, lo que DOS impide apreciar la lesión constitucional denunciada.

4. Finalmente, el recurrente-alega la transgresión de la garantía
de ser oído por un Tribunal independiente e imparcial y la del
art. 25.2 de la CE., ya que la sanción de tres fines de semana de
aislamiento en celda tiene los efectos de una pena privativa de
libertad que, lejos de estar orientada hacia la reeducación y
reinserci6n social, implica un ataque a la integridad moral de!
acusado, reconocida en el art. 15 de la C.E.

Aunque en este punto conviene precisar lo extemporáneo de
una y otra alegación, suscitadas en el trámite de alegaclone-s, y sin
preVIa invocaCIón, por 10 que hace a la segunda de CIta alguna en
la demanda del arto 15 de la C E.• e independientemente de Que no
sea pertinente que esta Sala se pronuncie al respecto, no estará de
más recordar, por Jo que hace referencia a la exigencia de ser
sancionado por un Tribunal imparcial. Que la citada cuestión fue
abordada y resuelta por las Sentencias 74/1985 y 2/J987, donde se

Sala Primera. Recurso de amparo núm. 968/1986.
Sentencia núm. 191/1987, de 1 de diciembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio
Llorente, don Luis Diez·Picazo y Ponce de León, don Antonio
Truyol SeITa, don Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodríguez­
Piñero y BravcrFerrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recuso de amparo núm. 968/1986. promovido por
«Hulleras del Norte, Sociedad Anónima» (HUNOSA), represen­
tada por el Procurador don Rafael.Oniz de S/?Iórzano y Arbex,
contnl. 12 S-entenci.~ de b Sll2 Q'Ulnb del TnbulUl.l Cent~l de
Trabajo de 17 de julio de 1986, dietada en recurso espeCIal ~e
suplicación formahzado por la part.e aC,tora contra .1a SentenCIa
dietada por la Magistrat~a.de T~baJo numo 1 de O.v~edo, el 17 de
junio de 1986 en procedimJento lOstado por el Comlte Intercentros
de HUNOSA'Y la Central Sindical CNT, contra la Empresa citada,
sobre conillcto colectivo han sido parte el Ministerio Fiscal y el
Comité lntercentros de HUNOSA, y ha sido Ponente el Magistrado
don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el
parecer de la Sala. .

••••••• ' ., _ •••• n •• _ .!" .~l'ill::C;¡;.l?~~ ._ _ _. n-

I El Procurador de los Tribunales don Rafael Oniz de
Solónano y Arl>ex que dice actuar en nombre y representación de
«Hulleras del None, Sociedad Anónima» (HUNOSA). con asisten-
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declaró que ni del art. 24.2 de la C.E. ni del art. 6 del Convento de
Roma se deriva que la sanción impuesta al recurrente hubiera
tenido que serlo por un órgano independiente e imparcial, ya que,
estando el interno de un centro penitenciario, respecto a la
Administración penitenciaria, «en una relación de sujeclón especial
de la que deriva una potestad sancionatoria disciplinaria», no tiene
nada de anómalo Que el órgano aquí competente para imponer
sanciones sea la Junta de Régimen y Administración «órgano DO
jurisdiccional, sino administrativo», respecto al cual, como a todo
órgano administrativo, ~o es exigible esa neutralidad o imparciali­
dad en su composición Que el recurrente redamü; todo ello, claro
está, sin perjuicio del reconocimiento al sancionado disciplinaria­
mente de Clertos derechos constitucionales del art. 24 de la C.E.,
como se estableció, entre otras, en la primera de las dos Sentencias
üJtimamente citadas, y sin que queda olvidar además que, corr::>
señala la segunda de ellas, remitiéndose a la Sentencia 77/1983, de
3 de octubre, la potestad sancionadora de la Administración es:á
subordmada a la autoridad judicial, cuyo control a posteriori es
necesario mediante el oportuno recurso, siendo ésta, en el supuest:>
dd presente caso, el Juez de Vigilancia. [n cuanto a la alegacié"!!,
relatlva a la finalidad de reeducación y reinserción social de las
penas, es obvio que ésta es la del sistema penitenciario en su
conjunto y no puede predicarse de una sanción administrativa
como la aquí recurrida.

Dado que las supuestas violaciones de derechos fundamentales
alt'gadas se habrian producido en el acuerdo sancionador de la
Junta de Régimen y Administración y que los Autos del Jaez qe
Vigilancia Penitenciaria se limitaron a confinnarlo,la no existenc~a
de dIchas supuestas violaciones hace innecesario el examen de
éstos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE]..E CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NACJON ESPANOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don Joseba Iñaki Aramaio
Egurrola.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del [stado».

Dada en Madrid a uno de diciembre de mil novecientos ochenta
y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LID­
renle.-Luis Diez·Picazo y Ponce de León.-Antonio Tn:yol
Serra.-[ugenio Díaz Eim.i.l.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

cia de Letrado, presenta el 21 de agosto de 1986 escrito en el
Registro General de este Tribunal, interponiendo recurso de
amparo contra la Sentencia de la SaJa Quinta del Tribunal Centr.J.
de Trabajo de fecha 17 de julio de 1986, dictada en el recurso
especial de suplicación fonnalizado por la parte aetora contra la
Sentencia dictada por la Magistratura de Trabajo núm. I de Oviedo
el 17 de junio de 1986. en procedimiento instado por el Comité
Intercentros de HUNOSA y la Central Sindical CNT contra la
Empresa citada, sobre confucto colectivo.

2. La demanda se sustenta en los siguientes hechos:

a) El 5 de mayo de 1986 la Unión Profesional de Maquinistas
de Extracción notificó a HUNOSA por escrito el acuerdo de
declaración de huelga durante los días J2, 13, J9, 20, 26 Y 27 de
mayo. Los maquinistas de extracción aludidos son profesionales,
cuya categoría define la Ordenanza Laboral para la Mineria del
Carbón de 29 de enero de 1973, Que tienen como cometido manejar
h~ "",liquin~c que $lCC"OD$ln 10D II.DOCD30rc3, jau.1a.:t o JkipJ de l.:;>~

poZOS de extracción, mediante Jos Que entran y salen de la mina los
operarías que trabajan en el fnterior Y. una vez. éstos dentro es
iniciado el arranque del. mineral, atienden la máqUina para sacar de
Ja mlDa el carbón arrancado y para introducir en eUa los materiales
precisos. Llegado el 12 de mayo, primer día de la huelga anunciada,
Jos maquinistas de extracción se personaron en sus puestos de
trabajo y «dieron jaula» (bajaron al interior de la mind) a todo el
personal Que debía trabajar en el primer relevo del día, Y una vez
éste en el interior cesaron sus actividades, negándose a rea1.Lzar el
resto de los cometidos que les son propios coma extracción del
carbón picado e introducción de materiales e~ la m¡na. (;o-!p-o
coñséCúeiiéla~ de' tal ~póstJ7ña: Ia~i:>freCCióñ(ie I8[ñ;~·-acordÓ el
cierre patronal de las explotaciones afectadas por la huelga de Jos
maquinistas de extracción, notificando a la Dirección Provincial de
Trabajo el cierre dentro del plazo legal, estableciendo el cierre por
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el tiem~ indispensable para la reanudación de la actividad ma vez
produCIda la normalidad laboral, lo que tuvo lugar el día 14 de
mayo, por lo que el cierre patronal fue efectivo desde la aparición
de las irregularidades en el trabajo al nO extraerse el carbón picadO
en el primer relevo y no introducir los materiales, todo ello en el
día 12 de mayo, y hasta el 14 del mismo mes en que cesaron las
irregularidades, dándose el cierre, pues, los días 12 Y 13 de mayo.

b) Contra el cierre p2tronal miciaron procesos de conflicto
colectivo el Comité Intercentros de «Hunosa» y la CNT, acumulán­
dose ambos y concluyendo por Sentencia de la Magistratura de
Trabajo núm. 1 de Oviedo de fecha 17 de junio de 1986, en la que
se esumaba falta de legitimación activa de la eN,.. por carecer de
implantación suficiente en la Empresa, y se estimaba parcialmente
la demanda del Comité, ct:>ndenando a la Empresa a abonar las
retribuciones de un día de haberes a los trabajadores de una de las
explotaciones, absolviéndose a la Empresa de las demás pretensio­
nes ejercitadas, consistentes éstas en que se declarara ilegal el cierre
patronal en todos los pozos., explotaciones o Centros de trabajo a
Que el acuerdo empresarial se extendía y se condenara a la Empresa
al abono de los salarios correspondientes a dichos días y de todos
los trabajadores de todos los Centros.

c) El Comité Intereentros de HUNOSA interpuso recurso
especial de suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo, que en
17 de ju!io de 1986 dicta Sentencia, revocando la anterior y
declarando ilegal el cierre patronal acordado por la Empresa los
días 12 y 13 de mayo en todos los pozos a que el mismo se refiere
y condenando a la Empresa al abono de los salarios de dichos días.

En su Sentencia el Tribunal Central de Trabajo expone y reitera
los hechos declarados probados por la Magistratura de Instancia; en
su fundamento de Derecho 1.0 expresa que el conflicto colectivo,
cuyas pretensiones detalla, tiene su origen en que anunciada huelga
por los trabajadores de la Empresa con categoría de maquinistas de
extracción los días 12 y 13 de mayo, «la Empresa dispuso y llevó
a cabo el cierre patronal durante los mismos días, en razón a que,
a su juicio, concurre la causa c) del numo 1 del arto 12 del Real
Decreto-Iey de 4 de marzo de 1977», pasando, en el fundamento de
Derecho 3.0

, a indicar que contra la Sentencia de instancia '<el
Comité de Empresa demandante promueve recurso de suplicación
especial que, en atención a los hechos relatados, debe tener éxito,
aunque lo sea por argumentos jurídicos distintos de los que
componen el mismo, toda .vez que el problema esencial que se
SUSCIta es anterior y ajeno a la valoración de las circunstancias
propias de una huelga de Maquinistas de Extracción y su posible
Influencia en el proceso normal de producción, ya que ante todo
debe destacarse que aquélla quedó en un simple anuncio para los
días 12 y 13 de mayo, sin llegar a iniciarse por anticiparse la
Empresa mediante la medida de cierre, frustrando así el anunciado
ejercicio del derecho de huelga». Continúa exponiendo la doctrina
del Tribunal Central sobre la huelga y el cierre patronal, declarando
Que éste ha de seguir al ejercicio efectivo de aquélla, so pena de que,
al anticiparse, le prive de contenido, y entiende que esto último es
10 acontecido en el supuesto enjuiciado, pues resulta evidente que,
si la Empresa acordó y llevó a cabo el cierre patronal antes de
iniciada la huelga «impidió el ejercicio real de este derecho
fundamental», el cual podría baber dado a la Empresa pauta y
razón para ejercitar su respuesta..

3. La demandante de amparo adviene que la argumentación
del Tribunal Central de Trabajo sorprende cuando en el plantea­
lT'Jento de los conflictos colectivos, en el juicio oral y en el recurso
formalizado por la parte aetora e impugnado por la Empresa, tal
extremo no es objeto de conL~versia, habIéndose basado las
argumentaciones de ambas partes, en defensa de la legalidad o
ilegalidad del cierre patronal, en la existencia o no de irregularida­
des en el trabajo que impidieran el proceso normal de producción
y en la posibilidad o no de prever esas irregularidades, sin
cuestionar en ningún momento, se dice, el derecho de los maquinis­
tas de extracción a llevar a efecto la anunciada huelga y recono­
ciendo que así fue, que iniciaron la huelga en la forma que tuvieron
a bien "1 que una vez iniciada se detectaron las :irregularidades y se
procedió al cierre patronal. Tan es así, se añade, que la Sentencia
de instancia lo recoge expresamente en el hecho once de los
declarados probados al decir que «iniciado el día de huelga los
maquinistas de extracción permitieron el acceso a los pozos del
personal de interior, negándose a dar jaula para la entrada de
materiales y salida de carbón y estériles», lo que significa que
comenzaron tal día sus actividades y con posterioridad comenza­
ron las irregularidades al no extraer carbón y no suministrar
materiales, con efecto, multiplicador al impedir la actividad del
personal del interiorJ obligar a la paralización de los trabajos por
razones de segurida de instalaciúnes y del personal, punto de
debate que fue el centro de la polémica en el proceso judicial, sin
que en ningún momento se cuestionara por las partes el inicio de
la huelga anunciada y llevada a efectO por los maquinistas, tras la
cual no quedó más remedio que el cierre de las explotaciones. Ese
hecho, declarado probado en la Sentencia de instancia, no fue
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combatido ¡J?f los recurrentes y resultaba inamovible en el recurso
de suplicaoón, figurando inaherado en la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo que, no obstante, funda la estimación del
recurso en que no se ha permitido ejercer el legítimo derecho de
huelga.

Entiende la demandante de amparo que la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo incurre en violación de los arts. 14 Y
24.1 de la C.E. La violación del art. 14 de la C.E. se daría por dos
motivos: a) Porque el Tribunal Central de Trabajo, olvidando el
criterio expuesto en la Sentencia de 11 de enero de 1983 ".{ otras, ha
confeccionado de oficio el recurso, según su propia manIfestación,
cuando dice que el recurso ha de prosperar aunque sea por
arg'.unentosjuridicos distintos de los que comlxmen el mismo, y no
tratándose de ninguna cuestión procesal de orden público, está
invadiendo la esfera de la actividad del recurrente, lo que le está
vedado para mantener la necesaria igualdad procesal entre los
litigantes, entendiendo Que se atenta así a la doctrina de este
Tribunal de que el derecho a la igualdad ex arto 14 de la C.E.,
comprende, además de la igualdad ante la Ley, la igualdad en la
aplicación de la Ley por los 6;ganos judiciales; y b) porque el
Tribunal Central de Trabajo incurre con su Sentencia en desigual­
dad en la aplicación de la ley, al apartarse de ma.Tlera arbitraria y.
no razonada, de anteriores decisiones del mismo que resolvían
supuestos de hechos sustancialmente idénticos en su contenido,
citando como precedente, con el que colisiona la Sentencia aquí
impugnada, la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 1 de
abril de 1986, pues la identidad de los supuestos de hecho del caso
debatido harían aplicable a los criterios de la Sentencia de 1 de abril
de 1986, lo que no hizo y debió hacer el Tribuna Central de Trabajo
en el presente caso.

Por otro lado, entiende la Sociedad demandante de amparo que
la Sentencia impugnada viola el arL 24.1 de la c.E., porque existe
una incongruencia entre la motivación y el fallo, lo que vicia la
Sentencia (como afirma este Tribunal Constitucional en su Senten·
cia 138/1985, de 18 de octubre). El Tribunal Central de Trabajo
-pese a unos hechos declrados probados en la Sentencia de
instancia, no combatidos en el recurso e inalterables, de los que
resulta que la huelga anunciada se llevó a efecto no limitándose su
ejercicio-, razona como único fundamento para la decisión que
adopta el que la Empresa se anticipó con el cirre patronal al
ejercicio legítimo del derecho de huelga; con ello se incurre en
incongruencia, pues partiendo de unos hechos declarados probados
que no se alteran, fundamenta su decisión en otra argumentación
distinta y no controvertida.

Solicita que se declare la nulidad de la Sentencia para Que, a la
vista de la Sentencia de instancia, sus hechos probados., sus
fundamentos de Derecho, el recurso formalizado por la parte aetora
pidiendo la revisión por los motivos que en él se contienen y el
escrito de impugnación de éste, se diete nueva Sentencia respe­
tando los derechos constitucionales infringidos. Solicita igualmente
la suspensión de la ejecución de la Sentencia.

4. Por providencia de 8 de octubre de 1~8~ se pusieron de
manifiesto dos defectos subsanables de adrnlSlón, de falta de
justificación de la fecha de notificación de la Sentencia recurrida,
y de defecto en la escritura de poder. Subsanados en tiempo por la
recurrente estos defectos. la Sección, por providencia de 25 de
febrero de 1987, acordó admitir a trámite el recurso de amparo,
tener por parte actora a la Sociedad recurrente y en su nombre y
representación al Procurador señor Om de Solórzano, 'i dirigir
comunicación al Presidente del Tribunal Central de TrabajO y a la
Magist."'3tura de Trabajo núm. 1 de Oviedo, interesándole la
remisión de las actuaciones judiciales correspondientes, así como a
que esta última emplace a quienes hubiesen sido parte en la vía
judicial. .

Por providencia de 13 de mayo de 1987 se acordó acusar recIbo
al Tribunal Central de Trabajo y a la Magistratura de Trabajo núm.
1 de Oviedo de las actuaciones remitidas, tener por comparecido al
Comité Intercentros de la Empresa Nacional «Huno5a» y en su
nombre a la Procuradora doña Isabel Cañedo Vega, y dar vista a
las actuaciones por plazo común de diez días al solicitante, al
Ministerio Fiscal y a la representación del Comité de Empresa de
«liunosa», para que presentaran las alegaciones que estimen
pertinentes.

En su escrito de alegaciones la solicitante de amparo sostiene
que la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo no .pudo
modificar los hechos declarados probados en la SentenCIa de
instancia, y muy en particular el hecho no combatido por la parte
recurrida en suplicación. ni siquiera controvertido en la litis de que
los maquinistas de extracc!ón iniciaran su ~lU~lga el primer. día
anunciado negándose a dar Jaula para el mOVIID1ento de materiales
y carbón y una vez que habían introducido en la mina al personal
mterior, hecho que figura como probado en la sentencia de
Ma$istratura de Trabajo. La estimación delr~ por «argumen·
tos Juridicos distintos de los Que componen el mIs!D0» conlleva una
violación del art. 14 de la C.E,. pues e! Tn_bunal no puede
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argumentar de oficio cuestiones que no le han sido planteadas. pues
ello equivale a sustituir la actividad procesal de los litigantes y,
porque además hay una diferenciación de trato en la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo COD la reiterada doctrina de dicho
Tribunal que ha estimado siempre legitimo el cierre patronal en
aquellos supuestos de una huelga abusiva que causa grave daño,
como era la huelga de los maquinistas de extracción que tras
permitir y facilitar el acceso de los compañeros a la mina,
interrumpen el resto de sus actividades impidiendo la continuación
de los trabajos de los trabajadores ajenos a la huelga., incremen­
tando además el riesgo de la explotación, dando además un efecto
multiplicador a la huelga por hacerla extensiva a UD gran número
de trabajadores ajenos a la misma (unos 18.(00), al ~tirles los
m~uimstas a sus compañeros llegar al tajo, pero unpidiéndoles
realizar el trabajo al no suministrar los materiales o no extraer el
carbón arrancado.

La violación del art. 24.1 de la C.E. se darla por existir una
incongruencia entre la motivación y el fallo, pues sin haber sufrido
alteración Jos hechos probados en la Sentencia de instancia, que
recoge en la misma el inicio de la huelga por maquínistas de
extracción. el Tribunal Central de Trabajo ha fundamentado el
fallo estimatorio en razones completamente opuestas a las consig­
nadas en la resultancia fáctica inalterada.. Se trata así de una
resolución que admite unos hechos como probados, pero que
argumenta sobre otros totalmente distintos. ni alegados ni proba­
dos, por lo que existe una evidente incongruencia en la sentencia
y ello implica la denunciada violación del referido art. 24 de la c.E.

S. La representación del Comité Intercentros de «liunosa» en
su escrito de alegaciones .se opone a la concesión del amparo en
base a tres aJ~ones. La primera de ellas, sostiene, que la
Sentencia del Tnbunal Central de Trabajo no viola ninpn derecho
fundamental, ni siquiera vulnera el art. 37 de la ConstItución y ha
aplicado escrupulosamente la doctrina del Tribunal Constitucional
sobre la legitimidad única posible del cierre como respuesta. Aparte
de ello el cierre empre~al no es.¡usceptible de recurso de amparo,
puesto que no pertenece al ámbito de protección de los derechos
fundamentales. En segundo lugar afirma que el Tribunal Central de
Trabajo no ha violado el 8ft 14 de la C.E., puesto que no ha
confeccionado el recurso de oficio, sino que la propia Sentencia
dice e indica cuáles son los hechos probados de que hay que partir,
que coinciden con los de Magistratura de instancia; la igualdad de
las panes ha sido escrupulusamente respetada, aunque el Tribunal
Central de Trabajo, de acuerdo a una doctrina uniforme, no haya
quedado vinculado exclusivamente y circunscrito a los argumentos
jurídicos esgrimidos por los recurrentes, sino a otros distintos.
porque el Derecho es competencia exclusiva de la propia ~testad
Jurisdiccional y el Tribunal, en el ejercicio de su potestad Jurisdic­
cional, puede analizar la cuestión libremente desde ámbitos jurídi­
cos distintos a los planteados por las partes. Las Sentencias
aportadas por el recurrente mantienen esta doctrina uniforme por
10 que no constituye un término de comparación válido para
establecer que el Tribunal Central de Trabajo baya violado la
doctrina de igualdad en la aplicación de la Ley. La propia Sentencia
que cita el recurrente, de 1 de abril de 1986 del Tribunal Central
de Trabajo, coincide plena y absolutamente con la impugnada en
el presente recurso de amparo, salvo que el recurrente pretende
partir como supuesto previo indiscutible de que la huelga era
abusiva En tercer lugar, respecto a la alegación del 8ft 24 de la
C.E., el recurrente ha obtenido una decisi6n fundada en Derecho
sobre una pretensión ':f ésta se ha producido de modo correcto tanto
desde el punto de Vista procesal como desde el punto de vista
material; la resoluci6n ha entrado en el fondo del asunto, y es
fundada aunque no le da razón al recurrente por una motivaci6n
que resulta plenamente congruente con el fallo de la misma y con
la doctrina del Tribunal Constitucional y del prOpio Tribunal
Central de Trabajo. Debe rechazarse así que baya babldo violación
del art. 24 de la C.E.

6. El Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones analiza en
primer lugar la violación denunciada del derecho a la igualdad en
relación con la desigualdad en la aplicación de la Ley. Tras
examinar la doctrina sentada en la Sentencia que la demanda
muestra como término de comparación, afirma que aunque tal
término no se presenta con las plenas exigencias que requiere el
Tribunal Constitucional, lo que se expresa en tal SentenCl3 no es
sino la pura tradición de los térnunos en que se plantea la
resolución del recurso que no se entiende, y más en particular de
tratarse de suplicaci6n laboral en un todo comparable a la casación,
como una instancia radicalmente revisora, sometida al estricto
limite del recurso que no puede modificar sino en razón a
violaciones patentes de orden público procesal, aunque según el
Tribunal Constitucional con sujeción a los hechos declarados
probados; el Tribunal revisor no tiene por qué someterse a los
argumentos esgrimidos por las partes. No se da por tanto esta
vulneración del derecho a la igualdad También carece de conte­
nido constitucional la segunda de l!s vulneraciones del derecho a
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la igualdad denunciada, sobre la doctrina del Tribunal Central de
Trabajo sobre el cierre patronal, en relación con una anterior
Sentencia del propio Tribunal de 1 de abril de 1986. La Sentenda
recurrida utiliza la misma argumentación a la hora de decidir los
límites del cierre patronal y lo único que se ve es que atribuye la
cualidad de licitud al becho ya analizado de anticiparse a la huelga
cerrando los centros de trabajo antes de iniciarse ésta.

Pero la demanda no prueba que exista otra Sentencia en que tal
circunstancia de cierre anticipado sea considerada como lícita,
razón que lleva a entender que el recurso en este punto no tiene
apoyatura.

En relación con el derecho del art. 24 de la c.E. y el pleno
respeto a los hechos probados, los recurrentes sólo aducen en su
recurso en cuanto a los hechos probados la adición de uno más
relativo a los materiales extraídos que entendían no peligrosos para
la actividad minera si la Empresa hubiera adoptado las medidas
pertinentes. Por lo que debe entenderse que aceptaban el resto de
los hechos probados declarados por la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo. Sin embargo la Sentencia de la Sala Quinta del
Tribunal Central de Trabajo centra su declaración de ilicitud del
cierre patronal en el hecho de que la huelga no llegó a tener lugar
porque antes hubiera comenzado el cierre patronal, circunstancia
que revelaría un animus de atentar contra el legítimo derecho de
huelga de los trabajadores. Sin embargo, el examen de las actuacio­
nes revela que el conflicto colectivo no giró en ningún momento
sobre el extremo alegado por la Sentencia recurrida, sino sólo si el
cierre patronal era una decisión justificada a los niveles de
peligrosidad que la inactividad mInera podía producir en los
centros de trabajo como sostiene la Sentencia de Magistratura o
bien obedecían a un pretexto para contrarrestar la huelga acordada
por los trabajadores, como sostenía la representación de éstos. De
los hechos probados se desprende que los maquinistas dieron jaula
al primer turno, por lo Que la empresa no había cerrado aún los
centros de trabajo y sí procedió a cerrarlos iniciada la huelga por
los maquinistas.

La consecuencia que se desprende de lo anterior es la evidente
incongruencia entre lo planteado en el recuno y lo decidido en la
Sentencia recurrida, la afirmación fáctica de que la actividad
empresarial se anticipó a la huelga de maquinistas que no pudo
llegar a iniciarse, vulnera los argumentos del recurso que no lo
esgrimió, los hechos declarados probados en la Sentencia de
instancia aceptados por todos, incluso por el Comité de Empresa
recurrente en suplicación, y además es una revisi6n fáctica no
autorizada por el contexto del resto de los hechoS probados de los
que parece entenderse lo contrario. Ha sido esta afirmaci6n fáctica
el factor decisivo en el fallo estimatorio del cierre patronal como
lícito, al constituir el argumento único de la Sentencia recunida,
por 10 que la Sentencia además de vulnerar el propio sentido del
recurso de suplicación, ha violado el concepto constitucional de
congruencia, pues en definitiva ha colocado a la empresa, parte del
proceso, en SItuación de clara indefensión, ya que a lo largo de la
tramitación del recurso no tuvo ocasión de ~entar en tomo a
una cuestión que había sido combatida en el mismo, conclusi6n
que viene abonada por una constante jurisprudencia del Tribunal
Constitucional. El Tribunal no ha hecho por tanto un mero cambio
de argumentación jurídica, que el Tribunal Constitucional viene
admitiendo como mcongruente, sino lo ha hecho en relaci6n con
la causa petendi del proceso y en especial del recurso de suplicación
especial, motivo con que justifica la vulneración del arto 24.1 de la
c.E. Solicita la estimación del amparo solicitado.

7. Por providencia de 13 de octubre de 1987. la Secci6n señaló
para deliberaci6n y votaci6n del presente recurso el día 23 de
noviembre de los corrientes.

II. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

1. La solicitante de amparo imputa a la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo impugnada violaciones a dos derechos funda­
mentales, al derecho a la igualdad del arto 14 de la C.E., y al derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensi6n del arto 24.1 de la misma.

La. violación por la Sentencia del derecho del arto 14 de la C.E.
se dada, según la demanda, por dos motivos. En primer Jugar,
porque en el presente caso el Tribunal Central de Trabajo habría
confeccionado «de oficio» el recurso, aplicando así desigualmente
la ley al apar'.arse de decisiones anteriores su:yas e invad1r la esfera
de la actividad del recurrente, en perjuiCIO del recurrido, no
respetando la ig-..wdad de las partes en el proceso. Esta alegación,
en puridad coincide con la que se hace respecto al arto 24.1 de la
C.E., que es, además, el que estaría afectado de aceptarse la tesis del
solicitante de amparo. Según ha venido entendiendo este Tribunal
(entre otras, en sus SentencÍBS 72/1982, de 7 de junio, y 93/1984,
de 16 de octubre), los principios de contradicción y de igualdad
entre las partes forman parte del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva, que incluye también el que el interesado pueda
acceder a los tribunales y defender su ~tensi~n jurídic:a ante ell~s
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en igualdad con las otras partes. Por ello ha de entenderse Que la
alegación del arto 14 no se hace aquí de forma autónoma, sino en
conexión con las garantías del proceso judicial del arto 24 de la c.E.,
y, en consecuencia, esta alegación habrá de entenderse incluida
dentro de la denuncia de violación del art. 24.1 de la CE., en el
fundamento jurídico segundo.

Una segunda violación del derecho a la igualdad que se
denuncia es la de Que la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
habría incurrido además en desigualdad en la aplicación de la ley,
por apartarse, de manera arbitraria y no razonada, de anteriores
decisiones suyas en las que habría admitido la licitud del cierre
patronal en supuestos sustancialmente idénticos. Entiende así la
recurrente que esta Sentencia contradice otras sentencias anteriores
relativas al cierre patronal, deteniéndose en el examen detenido de
las circunstancias en que se produjo el cierre patronal cuestionado
para tratar de demostrar la licitud del mismo. Por ello, antes de
entrar en el análisis de esta alegación se ha de recordar la
prohibición de deducir en el amparo constitucional criticas apelati­
vas o casacionaJes, es decir pretensiones revisoras de carácter
apelativo o casacional que, bajo el pretexto de una argumentación
de carácter constitucional, pretenden entrar en un análisis de mera
legalidad del fondo del asunto resuelto por el órgano judicial de
origen. Tal ocurre aquí cuando en la demanda se trata de razonar
sobre la legitimidad de la medida empresarial de cierre de la
Empresa, con motivo de la huelga de Jos maquinistas de extracción,
frente a la calificación negativa de la misma por el Tribunal Central
de Trabajo. Lo que cabe examinar en este proceso constitucional es
sólo la pretensión constitucional relativa a la posible existencia de
una desigualdad en la aplicación de la ley, Sln Que haY,amos de
entrar, en consecuencia, sobre la corrección de esa calificación,
teníendo en cuenta además que el cierre patronal, en 10 que pueda
ser derecho empresarial de carácter constitucional, no es suscepti­
ble del recurso de amparo, puesto que no pertenece al ámbito de
protección de los derechos fundamentales.

El problema se circunscribe así a comprobar si, como pretende
la recurrente, el Tribunal Central de Trabajo ha ocasionado en su
Sentencia una desigualdad en la aplicación de la ley. Sin necesidad
de un análisis más detenido, la respuesta ha de ser claramente
negativa, pues la Sentencia se ajusta escrupulosamente a una
doctrina seguida en rei teradísimas decisiones por el TribunaJ
Central de Trabajo y que es, además, aplicación de la sentada por
este Tribunal en su Sentencia de 8 de abril de 1981.

Ni si.qui.era s~rve como elemento de comparación relevante la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 1 de abril de 1986 que
cita la recurrente, pues ésta se refiere a la licitud del cierre frente
(<3 una huelga abusiva Que cause grave daño, más allá de lo que es
razonablemente requerido por la propia actividad conllictiv3». El
Tribunal Central de Trabajo en la Sentencia Que aquí se impugna
no ha contradicho esa afirmación a la hora de definir los limites del
cierre patronal, sino que, para atribuir la calificación de ilicitud de
éste, se ha basado en el hecho de haberse anticipado el cierre a la
huelga, y haber impedi.do así que ésta pudiera ejercerse, situación
fáctica panicular no contemplada por la SentenCIa que se pretende
tomar como elemento de comparación para demostrar la existencia
de desigualdad en la aplicación de la Ley. Al no tratarse de
situaciones fácticas idénticas o equiparables, carece de fundamento
alguno esta invocación del derecho reconocido en el 3ft. 14 de la
CE., pues no ha existido tal desigualdad en la aplicación de la Ley.

2. Entiende la sociedad demandante de amparo que la Senten~

cia impugnada habría violado también el art. 24.1 de la CE., pues
el Tribunal Central de Trabajo, sin haber corregido los hechos
probados, no combatidos en la instancia ni en el recurso, ha basado
su razonamiento en el único fundamento fáctico (ni alegado ni
declarado probado) de que la decisión de cierre se anticipó e
impidió el ejercicio legítimo del derecho de huelga, existiendo así
una incongruencia entre la motivación y el faUo. Resulta necesario,
por ello, examinar si se ha producido esa falta de respeto a los
hechos probados, que viene exigiendo este Tribunal, y que denun­
cian tanto la recurrente como el Ministerio Fiscal.

El conflicto colectivo, origen de las posteriores resoluciones
judiciales, giró en tomo a un determinado cierre patronal y el tema
litigioso se centró en el problema de su legalidad (a efectos del
derecho a los salarios correspondientes), es decir, sobre si se daban
o no algunas de las circunstancias previstas en el art. 12.1 del Real
Decreto-ley 17{1977. de 4 de marzo. La Sentencia de Magistratura,
10 estima así y de su antecedentes y fundamentos se desprende con
claridad que la medida de cierre fue adoptada con posterioridad a
la iniciación de la huelga por los maquinistas. es decir, en el
momento en que se negaron a facilitar la entrada y salida de
materiales y carbón, tras haber accedido el personal correspon­
diente al interior de los pozos. También 10 único que se discute en
el recurso es si estaba justificada la decisión de C1erre, sin que en
su recurso la representación de los trabajadores combatiese los
hechos declaradOS probados, limitándose a solicitar la adición de
uno más, relativo a la falta de peligrosidad de la acumulación de
los materiales extraídos.

BDE núm. 309. Suplemento

La Sentencia del Tribunal Central de Trabajo no discute el
relato fáctico contenido en la Sentencia de instancia, y no acepta
adición de hecho alguno nuevo, tal y como pretendía el organismo
recurrente. Sin embargo, indica «que el problema esencial que se
suscita es anterior y ajeno a la valoración de las circunstancias
propias de una huelga de Maquinistas de Extracción y su posible
influencia en el proceso nonnal de producción». Aunque el
Tribunal se refiere a los «hechos relatados» (que sólo podrian ser
los hechos aceptados como probados por la Sentencia de instancia,
salvo que el propio Tribunal hubiese estimado algún eITor de
hecho), en el fundamento segundo de la Sentencia afinna, sin
embargo, que la huelga «quedó en un simple anuncio para los días
] 2 Y 13 de mayo, sin llegar a iniciarse por anticiparse la Empresa
mediante una medida de cierre».

No corresponde a este Tribunal examinar la veracidad de los
nuevos hechos sobre los que se basa la Sentencia recurrida, sino
comprobar si este relato fáctico ha sido traído al proceso con las
garantías que exige el art. 24 de la CE. Resulta evidente al respecto,
que esta descripción de los hechos -el carácter anticipatcrio de la
medida de cierre- ha sido traida ex novo por la sentencia de
suplicación, al margen de las alegaciones fácticas de las partes
(sobre si la huelga impedía o no trabajar al resto del personal), y al
margen también de los argumentos del recurso que no esgrimió esa
circunstancia fáctica, y desde luego en contradicción con los hechos
declarados probados por la Sentencia de instancia, aceptados en
principio por las partes, y no alterados ni revisados, a la vista de
las pruebas documentales y periciales practicadas, por la Sentencia
de suplicación.

Se trata, pues, de hechos «nuevos» introducidos de oficio por el
órgano decisor y que, como destaca el Ministerio Fiscal, han sido
un factor decisivo en el fallo, por constituir el único argumento de
la Sentencia. oara estimar ilegal el cierre patronal. De acuerdo con
una constante doctrina de este Tribunal viola el art. 24.1 de la C.E.
la Sentencia que DO respeta el principio de congruencia de tal modo
que coloca a la parte en una situación de indefensión, habiéndose
de entender que existe incongruencia «en la medida en que el
objeto del proceso, por referencia a sus elementos objetivos
-partes- u objeto -causa de pedir y petitum- resulte alterado en el
pronunciamiento judicial» (Sentencia 14{1984, de 3 de febrero). No
cabe. pues, alterar en la Sentencia los términos de lItigio, es decir,
los términos en que se ha producido el debate y la contradicción,
pues en tal caso la condena se produciría «sin que se le haya dado
a las partes oportunid.¿ld de defenderse, sobre los nuevos términos
en que el Tribunal coloca el asuntO» (Sentencia 20/1982, de 5 de
mayo).

Esto es 10 que ha sucedido en el presente caso, y. además, en el
ámbito de un recurso de alcance limitado como el recurso especial
de suplicación. No tuvo oportunidad la solicitante de amparo de
defenderse, ni ha existido contradicción ni debate sobre la nueva
posición en que el Tribunal Central de Trabajo situó el thema
decidendi (el carácter preventivo del cierre), lo que suponía una
completa modIficación de los términos en que se produjo el debate.
La desviación operada en la Sentencia recurrida no se ha limitado
a cambiar los argumentos jurídicos, o a basarse en fundamentos
jurídicos distintos de los aducidos por las partes, sino que ha
supuesto «variar el fundamento jurídico en virtud del cual se pide,
o sea, la causa petendi» (Sentencia 177/1985, de 18 de diciembre).

No cabe duda que la introducción de este nuevo elemen.to
fáctico ha alterado la causa de pedir y el fundamento juridico que
la apoyaba (que la huelga no impedía el desarrollo del proceso
productivo Que justificara el cierre), lo que, de acuerdo a la
Sentencia 177/1985, de 18 de diciembre, constituye una vulnera­
ción del principio de contradicción procesal y el derecho a la nO
indefensión reconocidos en el 3ft. 24 de la c.E., pOr lo que el
amparo ha de ser otorgado.

3. Debe precisarse el alcance de esta resolución que otorga el
amparo. en relación con, el art. 55.1 de la uy Orgánica del Tribunal
Constitucional. La declaración de nulidad de la Sentencia podría
bastar para restablecer a la recurrente en la integridad de su
derecho, pero, sin embargo, no respetaría en este caso el derecho al
recurso ejercido en este caso por el Comité Intercentros, que no
habria obtenido así una Sentencia de fondo que se pronunciase, en
el marco de su propia pretensión de que no se daban las
circunstancias de licitud del cierre previstas en el art. 12 del Real
Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo. No corresponde a este
Tribunal entrar en el fondo de este asunto planteado en dicho
recurso, al no poder convertirse en órgano de legalidad, por serlo
únicamente de constitucionalidad, sin poder asumir funciones
ajenas, sino que sobre este tema ha de pronunciarse, de nuevo, sin
lesión de derechos fundamentales, la Sala Quinta del Tribunal
Central de Trabajo, al que le corresponde en este caso el ejercicio
de la potestad jurisdiccional reconocida en el arto 117.3 de la e.E.
Por ello ha de declararse la nulidad de la Sentencia dictada por el
Tribunal Central de Trabajo, evitándose con eUo la lesión de
derechos fundamentales sufrida por la solicitante de amparo, y.
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también, han de retrotraerse las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a ser pronunciada la referida Sentencia, para que
con toda libertad sobre el fondo se pronuncie otra, en que se
respeten aquellos derechos.

FALL O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.,E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Anular la Sentencia 322/1986 de la Sala Quinta del
Tribunal Central de Trabajo de 17 de julio de 1986 en el recurso

Sala Primera. Recurso de amparo núm. 791/1986.
Sentencia núm. 192/1987, de 2 de diciembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio
Llorente. don Luis Diez-Picaza y Ponee de León, don Antonio
Troyal Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez-
Piñero y Bravo·Ferrer, Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 791/1986, promovido por don
Joseba Iñaki Aramaio EguITola, representado por la Procuradora de
los Tribunales doña Carmen Tolosana Rancaño, y bajo la dirección
de la Abogada doña Felisa Pardo de Vera Díaz, respecto del
Acuerdo de la Junta de Régimen y Administración del Centro
Penitenciario de Detención de Bilbao (Basauri) de 12 de mayo de
1986, dictado en expediente disciplinario y en el que ha sido parte
el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz
Eimil, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. El 11 de julio de 1986 tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal escrito remitido por el Director del Centro
Penitenciario' de Bilbao (Basauri) en virtud del cual el interno
Joseba Iñaki Aramaio Egurrola, después de hacer un relato de
hechos, suplica se tenga por interpuesto recurso de amparo y se le
nombre Abogado y Procurador a fin de que procedan a la
fonnalización de la demanda.

Después de los trámites correspondientes, la Procuradora doña
Carmen Tolosana Raucaño presentó el 19 de junio de 1987
demanda, suscrita por la Abogada doña Felisa Pardo de Vera Díaz,
en la que pide la nulidad del Acuerdo sancionador de la Junta de
Régimen y Administración del Centro Penitenciario de Bilbao
(Basauri) de 12 de mayo de 1986, recaido en el expediente
disciplinario núm. 291(1986, y la nulidad de los Autos de 27 de
mayo y 19 de junio del mismo año, dietados por el Magistrado-Juez
de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao, confirmatorios de aquel
Acuerdo, así como la retroacción de las actuaciones a la fecha
inicial del expediente.

Se alega vulneración de los derechos fundamentales a la tutela
judicial efectiva, a la defensa y asistencia de Letrado, a ser
informado de la acusación, a utilizar los medios de prueba
pertinentes para su defensa y a la presunción de inocencia,
protegidos por el arto 24.1 Y 2 de la Constitución.

2. Señala como antecedentes de hecho los si~uientes: Con
fecha 8 de mayo de 1986 se le dio traslado de un pliego de cargos
a consecuencia de ciertos hechos que se le imputaban y que
pudieran ser constitutivos de faltas graves del arto 109, b) Ye), del
Reglamento Penitenciario.

En el plazo concedido, el demandante contestó a los cargos,
solicitando la práctica de ciertas pruebas y medidas, las cuales no
fueron practicadas. Posteriormente y de manera oral volvió a
proponer a la Junta que deseaba conocer el contenido de la
denuncia, ser asistido del Abogado don Angel Elías Ortega, que el
proceso fuese público y Que se tomase declaración a los testigos
presenciales, siendo todo ello desestimado por la Junta, la cual
acordó por unanimidad el 12 de mayo de 1986, imponerle tres fines

de suplicación 333/1986, interpuesto frente a Sentencia de la
Magistratura de Trabajo núm. I de Oviedo, de 17 de junio de 1986.

2.0 Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela judicial
efectiva sin indefensión del arto 24.1 de la C.E., en su manifestación
de re~to a la congruencia procesal y al principio de contradicción.

3. Retrotraer las actuaciones en las que recayó dicha Senten-
cia al momento inmediatamente anterior a ser dictada, para Que se
pronuncie otra nueva resolución, respetando dicho derecho consti­
tucional.

Publiquese esta Sentencia en el '4<Boletín Oficial del Estao».

Dada en Madrid a uno de diciembre de mil novecientos ochenta
y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

de semana de aislamiento en celda por considerarlo autor de una
falta del arto 109, e), del Reglamento.

~l 15. d.e may'! interp.uso alzada ante el Juez de Vi~lancia
Pemtenclana de BlIbao, Citando los artículos de la Constitución
del Convenio del Roma de 1950 y del Pacto Internacional d~
Nueva York de 1966, que consideraba infringidos y solicitando la
nulidad del Acuerdo sancionador. Dicha alzada fue desestimada
por Auto ~e 27 de mayo) sin responder nada sobre la petición de
pruebas, DI a las dent;1nclas de los preceptos por él invocados.

Contra es~e Auto mterpuso recurso de reforma, que fue iguaI­
men.te d~sestlmado por Auto de 27 de mayo, basado en «análogas
motlva~~on.es a las tomadas en consideración para dictar la
n:~oluclOn Impugnada», que carecía, según deja dicho, de motiva­
clan alguna.

3: ~ fundame~tación juridica de la demanda se compone de
las sigUIentes alegaCIOnes, sustancialmente recogidas:

Las resoluciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria están
previamente impresas, careciendo de motivación en la que se
explique las razones de la inadmisión de las pruebas propuestas, así
como de pronunciamiento sobre las infracciones constitucionales
denunciadas, haciendo con ello dejación del control jurisdiccional
de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, y sin
salvaguardar los derechos fundamentales de los internos.

Se le han denegado, asimismo, su derecho a ser asesorado y
asistido del Letrado don Angel Elías Ortega, con vulneración de lo
recono~ido en el arto 24.2 de la C.E., '1 no se le han comunicado las
denunCIas que motivaron la incoaccIón del expediente disciplina­
rio, desconociéndosele el derecho a ser informado de la acusación,
que le garantiza el mismo artículo de la Constitución.

Por otro lado, la J unta desestima la prueba testifical propuesta
por el demandante con el argumento inexacto de que es irrea1izable
por referirse a un centenar aproximado de testigos presenciales,
siendo 10 cierto que solicitó únicamente que la Junta recibiese
declaración a los que desease de entre ese númeo de personas; con
esa denegación se le ha vulnerado su derecho a utilizar los medios
de prueba pertinentes para su defensa, reconocido en el propio
arto 24.2 de la Constitución.

Y, por último, se ha violado su derecho a la presunción de
inocencia, igualmente reconocido en el citado artículo, puesto que
en el expediente no se ha practicado prueba alguna que desvirtúe
dicha presunción.

4. Por providencia de 15 de julio, la Sección admitió a trámite
el recurso y, no teniendo que reclamarse las actuaciones por
haberse ya remitido para que pudiera formalizarse la demanda,
concedió el plazo común de veinte días al recurrente y al Ministerio
Fiscal para que realicen las alegaciones que estimen pertinentes.

5. El recurrente presentó las suyas, reproduciendo las ya
formalizadas en el escrito de demanda, así como el suplico de que
se le otorgue el amparo.

El MIDisterio Fiscal solicita la desestimación del recurso
mediante escrito en el que, después de hacer una síntesis de los
hechos, sustancialmente coincidente con los alegados por el deman­
dante, expone los siguientes razonamientos:

El demandante ha interpuesto, anteriormente, siempre impug­
rlando sanciones carcelarias, los recursos de amparo 669/1984
resuelto por Sentencia 74(1985, 940 Y 949(1985. acumulados y
fallados por Sentencias 2(1987 y 573(1986, pendiente de resolu­
ción.

El contenido de todos estos recursos es prácticamente el mismo,
coincidiendo el actual, en sus supuestos fácticos, con el último de
los referidos, cuya única diferencia estriba en que ahora sólo se


